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1. 
Norma acusada

DECRETO 1400 DE 1970

(Agosto 6)

Por el cual se expide el Código de Procedimiento Civil

ARTÍCULO 151. OPORTUNIDAD Y PROCEDENCIA DE LA RECUSACION. Podrá formularse la recusación en cualquier momento del proceso, de la ejecución de la sentencia, de la complementación de la condena en concreto de la actuación para practicar pruebas o medidas cautelares anticipadas. 

No podrá recusar quien, sin formular la recusación, haya hecho cualquier gestión en el proceso después de que el juez haya asumido su conocimiento, si la causal invocada fuere anterior a dicha gestión, ni quien haya actuado con posterioridad al hecho que motiva la recusación. En estos casos la recusación debe ser rechazada de plano. 

No habrá lugar a recusación cuando la causal se origine por cambio de apoderado de una de las partes, a menos que la formule la parte contraria. En este caso, si la recusación prospera, en la misma providencia se impondrá en quien hizo la designación y al designado, solidariamente, una multa de cinco a diez salarios mínimos mensuales. 

No serán recusables, ni podrán declararse impedidos, los magistrados o jueces a quienes corresponde conocer de la recusación, ni los que deben dirimir los conflictos de competencia, ni los funcionarios comisionados. 

Cuando la recusación se base en causal diferente a las contenidas en el artículo 150, el juez debe rechazarla de plano. 

En los casos en que procede el rechazo, el auto que así lo disponga no tiene recurso alguno. 
2.   
 Decisión

ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-019 de 1996, que declaró exequible el artículo 151 del Código de Procedimiento Civil.

3.
Síntesis de los fundamentos

La Corte constató que mediante la sentencia C-019 del 23 de enero de 1996 se había declarado exequible la totalidad del artículo 151 del Código de Procedimiento Civil. En esa ocasión, la Corporación consideró que los apartes demandados tenían una conexión indisoluble con el resto de los artículos del C.P.C. que regulan los impedimentos y recusaciones y en consecuencia, procedió a integrar la unidad normativa de las disposiciones legales que se habían impugnado parcialmente,  concluyendo que al analizarlas en conjunto no infringían norma alguna de la Constitución.

De esta forma, se encontró que se configuraba el fenómeno de cosa juzgada, razón por la cual no procedía un nuevo pronunciamiento sobre la constitucionalidad del precepto acusado en esta ocasión, sino que debía estarse a lo resuelto en la sentencia C-019 de 1996. A lo anterior se agrega que en la sentencia C-876 de 2003, la Corte ya había declarado la existencia de cosa juzgada frente a una demanda contra el mismo artículo 151 del Código de Procedimiento Civil, habida cuenta del alcance global de la decisión adoptada en la sentencia C-019 de 1996. 

4.
Salvamentos de voto
Los magistrados María Victoria Calle Correa, Jorge Iván Palacio Palacio y Alexei Julio Estrada y el doctor Diego Lopez Medina, quien actuó como conjuez en este proceso, se apartaron de esta decisión, toda vez que en su concepto no existía cosa juzgada absoluta. A su juicio, pese a que la decisión de exequibilidad proferida en la sentencia C-019/06 fue sobre la totalidad del artículo 151 del Código de Procedimiento Civil, en realidad, la demanda se limitaba en esa oportunidad al aparte que establece la improcedencia de recurso contra el rechazo de la recusación, que no es el contenido que se acusa en el presente caso. Además, el análisis sobre la vulneración del debido proceso aludió entonces a su garantía en el contexto de actos judiciales que no tienen recursos y la alusión al principio de imparcialidad que se hizo en la sentencia C-019/96 como garantía de ese derecho -que es el cargo formulado en el presente proceso- no se refirió al contenido normativo impugnado en este caso, relativo a la exclusión de los funcionarios del régimen de impedimentos y recusación, sobre lo cual no se encuentra en la citada sentencia, un argumento específico que avale su constitucionalidad. Por consiguiente, el problema jurídico que se planteaba en esta ocasión, no había sido objeto de solución por parte de la Corte Constitucional, de modo que procedía en su criterio, un estudio de fondo.

